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				Cronología

				 

				 

				 

				 

				
					
						
								
								1960

							
								
								Políticas distributivas a favor de la clase media y de los obreros sindicalizados.

							
						

						
								
								1968

							
								
								Estalla el movimiento estudiantil, reprimido violentamente, que desata nuevas demandas sociales y políticas.

							
						

						
								
								1970

							
								
								Concluye el «milagro mexicano», una fase de crecimiento económico y de desarrollo social. La presidencia de Luis Echeverría afronta las nuevas demandas impulsando reformas populistas. Comienza el fenómeno inflación-recesión que durará hasta 1985.

							
						

						
								
								1976

							
								
								La presidencia de José López Portillo, favorecida por el petróleo y los préstamos internacionales, impulsa el empleo y desarrolla una política exterior favorable al Tercer Mundo.

							
						

						
								
								1982

							
								
								El presidente Miguel de la Madrid recibe el país en grave crisis económica por la deuda externa y las circunstancias políticas y económicas internacionales.

							
						

						
								
								1985

							
								
								El terremoto que afecta a las ciudades de México, Guerrero, Michoacán y Jalisco obliga al gobierno a desarrollar una política de austeridad y de apertura económica que cuenta con el apoyo internacional gracias a la adhesión de México al GATT.

							
						

						
								
								1987

							
								
								Se organiza el Frente Democrático Nacional, que presenta su candidato a las elecciones presidenciales fraudulentas, lo que hace posible la victoria del candidato de gobierno.

							
						

						
								
								1988

							
								
								El presidente Carlos Salinas potencia la apertura internacional de México y logra atraer inversiones extranjeras gracias a la privatización de empresas estatales.

							
						

						
								
								1990

							
								
								Comienzo de las privatizaciones; modernización de la infraestructura y de la Administración pública.

							
						

						
								
								1994

							
								
								Levantamiento armado en Chiapas por el Ejército Zapatista de Liberación Nacional. Entra en vigor el Tratado de Libre Comercio de América del Norte con Canadá y Estados Unidos. La presidencia de Ernesto Zedillo afronta una crisis económica que es superada gracias al apoyo de Estados Unidos y de organizaciones internacionales. 

							
						

						
								
								1997

							
								
								En las elecciones el PRI pierde la mayoría relativa en el Congreso y se refuerza la oposición de izquierda y centro-derecha.

							
						

						
								
								1998

							
								
								Entra en vigor la ley sobre derechos y cultura india.

							
						

                        
								
								2000

							
								
							  Se inicia el Tratado de Libre Comercio con la Unión Europea. Vicente Fox, del Partido de Acción Nacional (centro-derecha), gana las elecciones presidenciales y se refuerza la transición democrática por la vía electoral.

							
						

					
				

			

		

	
		
			
				Las claves del periodo

				Marcello Carmagnani

				 

				 

				 

				 

				La caracterización del periodo comprendido entre 1960 y 2000 de la historia de México depende de la comprensión de la circunstancia actual para relacionarla con el análisis del pasado. 

				Con el fin de comprender la continuidad y la fractura que se constata a partir del decenio de 1960, la contribución de economistas, sociólogos y politólogos es imprescindible. Prueba de ello es que tres de los estudios de este volumen hayan sido escritos por especialistas de otras disciplinas que contribuyen en este volumen con el panorama de la dimensión social y cultural.

				Guillermo Zermeño, en el capítulo «La cultura», dice que el análisis del presente de México requiere tener presente que contiene «un antes, un pasado», que sitúa entre 1945 y 1970, y «un después, nuestro presente», que comprende el periodo de 1980 a 2010. El primer lapso está marcado por la separación creciente y constante de formas gestadas durante la segunda mitad del siglo XIX y se lo denomina «milagro mexicano», «desarrollo estabilizador», «era dorada del cine mexicano» y también etapa del «nacionalismo revolucionario». Y un «después», caracterizado por las crisis intermitentes (económicas, políticas, sociales y culturales), por la pérdida de crédito y credibilidad frente al extranjero, por los intentos de rejuvenecimiento y restauración por medio de reformas del corporativismo sindical y político y, sobre todo, por la búsqueda de un nuevo concepto que denominara ese cambio: fue el de «transición», para indicar un distanciamiento de la fase anterior. Este «después» en el que nos encontramos ha dado lugar a diferentes respuestas, movimientos, cambios en las relaciones de los espacios mentales y físicos, en definitiva, a una transformación global que afecta al conjunto de la sociedad. Desde esta perspectiva se intentará trazar una historia del presente.

				Estas ideas son compartidas con otros autores de este volumen que implícita o explícitamente reconocen que, a partir de los años ochenta del siglo pasado, hay una marcada discontinuidad en la historia del país, un tránsito desde la modernización y el nacionalismo a la globalización y la trasnacionalización.

				Globalización es un concepto polisémico según la ciencia social que lo utiliza. Puede significar una forma de internacionalización y trasnacionalización en la tendencia de la población a emigrar, en el establecimiento de relaciones económicas con otros países y en la amplitud de las informaciones a través de internet, que permiten tener un panorama de la actualidad mundial en todos sus ámbitos. 

				La globalización se conforma como un proceso que favorece una nueva forma de participación de México en la historia mundial. Esta nueva forma de participación resquebraja la soberanía; así lo ilustra la superación de las fronteras nacionales sin necesariamente contar con la autorización estatal y la firma de tratados y acuerdos que renuncian a un aspecto de la soberanía a favor de un interés de articulación internacional, lo cual permite que los actores nacionales no estén subordinados exclusivamente a las normas del país en el cual operan. El resultado es que la misma idea de nación deja de ser el principal cimiento cultural que acomuna a toda la población del país.

				Los estudios publicados en este volumen presentan en primer lugar el tránsito desde la modernidad y el denominado «milagro mexicano» del decenio de 1960 a la globalización, proceso que no es sólo consecuencia de la crisis del nacionalismo y del Estado protector, como demostró el movimiento estudiantil de 1968, sino la reivindicación de los mexicanos de una mayor libertad política. Es probable que la reacción del gobierno al movimiento de 1968 influyera de forma que permitiera el crecimiento de la economía, la educación, la sanidad y las vías de comunicación. Se considera, sin embargo, que el motor del cambio fue la nueva configuración de la demografía, caracterizada por una drástica reducción de la mortalidad infantil y adulta y por la subida desmesurada de su tasa de crecimiento, que transfiguró el mapa de población entre los decenios de 1950 y de 1980. 

				Rogelio Hernández sostiene que, todavía en el decenio de 1970, el presidencialismo del Partido Revolucionario Ins­titucional (PRI) mantenía su capacidad de recoger y procesar las demandas sociales a nivel político y administrativo, no obstante la inexistencia de procesos electorales competitivos. En efecto, el presidencialismo, gracias a su compleja pero exitosa articulación con el PRI, pudo controlar a los sindicatos, a la organización rural de los ejidos, y a los empresarios y banqueros, que fueron los principales sostenes de las decisiones autoritarias y paternalistas que caracterizaron el viejo orden nacionalista. 

				El derrumbe de este orden no fue similar al de la Unión Soviética en 1989. En México el presidencialismo hegemónico del PRI se fue diluyendo lentamente y permitió buscar oportunidades y nuevas alianzas a los diferentes grupos de interés, como ocurrió con los empresarios, adquirir una mayor autonomía a los sindicatos y una mayor presencia de los partidos de oposición en el Poder Legislativo. Cada una de las viejas organizaciones se vinculó con las nuevas, las populares, los sindicatos libres y de los trabajadores no sindicalizados. La disminución de la eficacia del viejo Estado favoreció, incluso, el surgimiento de formas ilegales como el narcotráfico. La transición democrática aceleró el proceso de reorganización de los diferentes grupos de interés y abrió la posibilidad de que las organizaciones sociales pudieran tener una mayor importancia a nivel federal, estatal y municipal.

				Los diferentes estudios del volumen coinciden en que México optó por la globalización ante el fracaso del nuevo estatalismo manifestado en el decenio de 1970 cuando, como recuerda Enrique Cárdenas en «El proceso económico», se interviene en el déficit fiscal y de la balanza de pagos por satisfacer las demandas sociales afectadas por la nacionalización de los bancos, lo que rompió la tradicional alianza que existía entre el gobierno y los empresarios.

				Existen también otros indicadores que nos ayudan a entender por qué el nacionalismo repuntó en el decenio de 1970, lo que retardó política y culturalmente la opción de la globalización. En el ámbito político, Rogelio Hernández dice que las reformas políticas de 1970 y de 1977 reconocieron a los partidos como entidades de interés público, lo cual significó financiamiento estatal y acceso a los medios de comunicación, de tal manera que se logró canalizar la oposición de las clases medias y se atemperó el tradicional autoritarismo del PRI, que pretendía de los partidos opositores una subordinación. En el capítulo dedicado a la cultura, Guillermo Zermeño habla de la expansión educativa en general y de la universitaria en particular como forma de cooptación de las clases más instruidas para evitar nuevos episodios insurreccionales, como el de 1968. Además, según Davide Grassi en «México en el mundo», es el periodo en que se intensifican los viajes oficiales al extranjero, se toma abiertamente una posición a favor de los movimientos del Tercer Mundo y se favorece una nueva relación con los países latinoamericanos progresistas, como el Chile de Allende y la Cuba de Castro.

				El cambio de la integración de México en la globalización, que contrastó con las certezas presentes entre 1960 y 1980, se dio bajo el signo de la incertidumbre y se caracterizó por ser «una etapa de aceleración del tiempo histórico pero realizada a la luz de reglas ya conocidas», como escribe Guillermo Zermeño. Esta nueva forma de relación necesitó una conjunción entre las adquisiciones no renunciables del pasado, como son la modernidad y la cohesión nacional, con el horizonte representado por el bienestar social y la democracia. Ese presente mexicano globalizado se conformó en una circunstancia de tensión, resultado del recurrente conflicto entre proteccionismo y libertad económica, entre nacionalismo y trasnacionalización, entre igualdad social y libre iniciativa.

				Es difícil determinar cuáles fueron los vectores que favorecieron y cuáles los que obstaculizaron la participación de México en la globalización. Si se tiene en cuenta que los primeros signos de la crisis del nacionalismo modernizador y desarrollista se observan ya a fines del decenio de 1960, se podría argumentar que hubo por lo menos un factor internacional y otro nacional. El factor internacional fue el bipolarismo y la aceptación de estar de parte de la potencia estadounidense, no obstante los coqueteos tercermundistas de los años setenta. El factor nacional fue la solidez del acuerdo entre el gobierno y el PRI con los empresarios, la clase media y los trabajadores organizados a partir de los sindicatos oficialistas.

				La crisis del bipolarismo y del acuerdo nacional dio vida a un nuevo contexto que permitió a México, como a otros medianos y pequeños países, descubrir su importancia en los asuntos mundiales, y a nivel nacional favoreció que los actores sociales y políticos mexicanos reivindicaran la plena libertad de sus decisiones. Se abrió un nuevo escenario que modificó todas las dimensiones de la vida mexicana. 

				La libertad política, la económica, la de comunicación y la de difusión de ideas, manifestada a partir del decenio de 1980, dieron lugar a que las televisiones privadas asumieran progresivamente un papel cultural similar al desempeñado por la Secretaría de Educación Pública, que hasta la década de 1980 había casi monopolizado el sector.

				La crisis del bipolarismo y la emergencia de la orientación multilateral modificaron la política exterior bilateral seguida por México. De ahí que el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), firmado en 1994 entre México, Estados Unidos y Canadá, pueda considerarse el comienzo de la participación de México en la globalización. En efecto, el TLC liberaliza la economía de México en sus relaciones internacionales y es el punto de partida de la apertura hacia Europa y América Latina para reducir la preponderancia de Estados Unidos.

				El TLC fue visto como un instrumento capaz de favorecer el desarrollo económico y del empleo, como ilustra Davide Grassi en «México en el mundo», a través de la expansión de sus exportaciones hacia Estados Unidos y de un incremento de las importaciones por parte de este país.

				También se ha considerado que el TLC fue el detonante de la liberalización económica, pues abrió el camino hacia la privatización de numerosas empresas estatales que reforzaron y expandieron el gran capital empresarial y financiero nacional sin transformar las condiciones de vida de la mayoría de los mexicanos. Como apunta Enrique Cárdenas en «El proceso económico», algunas de las privatizaciones resultaron exitosas, como la de las aerolíneas y las del sector del automóvil, mientras otras, como la de Telmex (Teléfonos de México) convirtieron el monopolio estatal en uno privado, permitiendo a su principal accionista convertirse en uno de los hombres más ricos del mundo.

				México reforzó su vinculación con las organizaciones internacionales y pudo ingresar en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) en 1994, lo que le ha procurado nuevos apoyos, así como el sostén de los países industriales en lo financiero y en lo relativo a la cooperación, especialmente para las nuevas políticas públicas y la renovación de la Administración pública.

				Otra de las ventajas de la apertura internacional ha sido una mayor vinculación con la Unión Europea. En 1998 se firmó el Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación que entró en vigor en el año 2000 y abrió el camino para el reconocimiento europeo de la democratización alcanzada por el país y para la firma del Tratado de Libre Comercio entre México y la Unión Europea en el año 2000.

				La apertura favorecida por la multilateralidad internacional no convirtió a México en protagonista de las reformas de organización política y económica que se desarrollaron en la región latinoamericana a partir del último decenio del siglo pasado. Respecto a los años setenta, el activismo de México en el contexto latinoamericano disminuyó los nuevos tratados de libre comercio con algunos países del continente y su participación en las nuevas instancias latinoamericanas, como el Mecanismo Permanente de Consulta y Concertación Política, conocido como Grupo de Río, y las cumbres de Jefes de Estado y de Gobierno de América Latina, el Caribe y la Unión Europea (ALC-UE).

				Con todos sus límites, la participación internacional favoreció su democratización y la defensa de los derechos humanos en las diferentes regiones del país, en estrecha asociación con ONG mexicanas e internacionales.

				A pesar de la crisis económica que tuvo lugar entre 1994 y 1995, junto con la de septiembre de 2008 y el pobre desempeño de la economía en los últimos diez años (1999-2009), el crecimiento de ésta fue del 4,9 por ciento, lo que representa un incremento del PIB per cápita del 3,6 por ciento, favorecido por la expansión que conoció en este decenio la inversión privada, que fue del 5,6 por ciento (todos los porcentajes son anuales). 

				El crecimiento del último decenio esconde elementos negativos en cuanto a la ocupación, pues la tasa de desempleo total superó el 20 por ciento de la población económicamente activa y el salario real creció apenas un 1,6 por ciento anual. En este periodo se dieron características similares al periodo precedente a la globalización: pésima distribución del ingreso nacional, estancamiento de la productividad total y del trabajo y ninguna reducción de los niveles de pobreza absoluta y relativa. En términos del índice de los derechos de propiedad de The Cato Institute, México está en la actualidad por debajo del que tenía en 1980, y la pobreza y la desigualdad no han mostrado mejoras importantes desde comienzos de ese decenio.

				En lo que se refiere a la evolución social, según la información disponible sobre la pobreza extrema, el porcentaje de pobres disminuyó del 60 al 25 por ciento entre 1960 y 1980, mientras que la reducción fue muy baja, del 25 al 22 por ciento, entre 1984 y 2006. 

				De acuerdo con el índice de Gini, que mide el grado de desigualdad de ingresos de una sociedad, se constata que el mismo se redujo durante el periodo de crecimiento económico que precedió la globalización, antes de 1980, momento en el cual disminuyó al 20 por ciento. Sin embargo, en los primeros años de nuestro milenio la desigualdad fue similar a la existente 15 años antes (1989). El menor crecimiento económico que caracterizó la globalización mexicana no ha reducido la desigualdad social.

				La sociedad mexicana enfrenta el estancamiento utilizando los recursos disponibles de la trasnacionalización potenciando la migración, tanto interna como la que se dirige fuera de las fronteras. Es bien conocido que las remesas de emigrantes son, por su cuantía, de las primeras del mundo, similares a las remesas de emigrantes de la India, y representan una aportación superior a la que el país ingresa por el turismo y es apenas inferior a la que ingresa por el petróleo. La emigración es pues el nuevo petróleo que, en la incertidumbre que caracteriza a la globalización, sostiene el consumo de los núcleos familiares en el campo y en la ciudad gracias a las remesas de hijas, hijos, maridos y parientes. A este sostén habría que agregar el que proviene de la migración interna, la que se mueve hacia las ciudades industriales y el sector servicios, muy importantes en el mundo urbano en esta fase de la historia de México.

				El estudio de Ariel Rodríguez en el capítulo «Población y sociedad» presenta algunos elementos que permiten comprender la dinámica de la sociedad y vislumbrar los aspectos que tienden a esconder los indicadores de la pobreza y de la desigualdad económica. Muestra que los actores sociales buscan los senderos para promoverse social y culturalmente. Uno de estos senderos es el crecimiento de las localidades menores de 2.500 habitantes: en 1950 había 97.000 localidades censales con esa estimación habitacional; en 1970 disminuyeron a 95.000; en 1990 repuntaron a 154.000, para alcanzar las 196.000 en 2000. 

				El crecimiento de los pueblos ilustra las nuevas formas que asumió el desarrollo local gracias al de la agricultura familiar y a la expansión de la economía informal. En efecto, a partir de los últimos decenios del siglo pasado emergió una nueva forma de agricultura familiar de notable productividad, capaz de conjugar tanto los ingresos provenientes de esta actividad como los de las no agrícolas: el empleo de una parte de los miembros de la unidad familiar en las manufacturas o en los servicios, provenientes de las ciudades y megalópolis, y de las remesas obtenidas de la emigración en Estados Unidos. La expansión de la economía informal ha determinado que 6 de cada 10 mexicanos en edad de trabajar han hecho posible, según el informe del Fondo Monetario Internacional de 2010, que la participación de baremo representara el 9 por ciento del Producto Interno Bruto (1,1 billones de pesos en 2010). Esto explica que las casas de los mexicanos conozcan una notable modernización en muebles, baños, electricidad, agua caliente, televisor, teléfonos fijos y celulares entre 1980 y 2000. Cabe destacar que, en la fase de la globalización, el número de microempresas industriales y comerciales se expandió.

				En este capítulo también se habla de los cambios que se han dado en los comportamientos sociales. Uno de ellos es el acelerado proceso de secularización de toda la población mexicana, que comprende el de las comunidades indígenas, manifiesto en las prácticas religiosas. 

				Otro indicador que se menciona es la salud de la población, que aumentó la esperanza de vida de 60,9 a 75,3 años entre 1970 y 2000 y redujo la tasa de mortalidad infantil de un 76,8 a un 36,2 por ciento de nacidos vivos entre 1970 y 2000. Los indicadores sanitarios consignan una mejor conexión entre las dimensiones sociales y la capacidad de parte del gobierno de satisfacerlas parcialmente en los últimos treinta años.

				Entre 1997 y 2005 el número de familias subsidiadas por los programas de gobierno pasaron de 300.000 a 5 millones, y llegaron en 2005 a 86.091 localidades, contribuyendo a mejorar la nutrición, con suplementos para niños menores de 5 años y a sus madres, la atención sanitaria y la educación por medio de becas.

				Las políticas públicas para abatir la pobreza no pueden comprenderse sin dar la debida importancia a las transformaciones que conocen las instituciones de México en la fase de la globalización. Ambas han sido afectadas por el progresivo abandono de la idea nacionalista de la soberanía absoluta pero el país se ha visto beneficiado por las aportaciones de las organizaciones internacionales para la promoción social y cultural de los mexicanos.

				A fines del siglo pasado, y en lo que va de este milenio, el sistema político se caracterizó por un presidencialismo débil y un federalismo con gobiernos divididos. Indudablemente aquí se está hablando del resultado de un cambio cuyo comienzo, dice Rogelio Hernández, se remonta a los años sesenta del siglo pasado, cuando la élite gobernante empezó a reformar el sistema electoral con el fin de seguir ganando las elecciones, pero no sin promover el pluralismo político que demandaban los ciudadanos.

				A diferencia de otras transiciones democráticas que se dieron en el mundo, en este capítulo se subraya que en México «el proceso de cambio estuvo centrado en las elecciones y no en el arreglo institucional del sistema político». El déficit es evidente en que las principales instituciones del sistema político mexicano fueron creadas en la primera mitad del siglo XX, y no fueron reformadas para acompañar el pasaje a la globalización.

				La vía electoral de la transición a la democracia potenció los partidos de oposición sin que el viejo partido del Estado desapareciera, como sucedió en otros países, ni perdiera su peso político, razón por la que la democracia mexicana no logró consolidar un sistema de partidos con capacidad de competir y de generar alternativas de gobierno. La culminación de la vía electoral tuvo su correlato con la creación, en 1990, del Instituto Federal Electoral (IFE), que sólo en 1996 obtuvo la plena autonomía al ser los consejeros del Instituto propuestos y seleccionados por los partidos y el Poder Legislativo sin intervención de la presidencia de la República.

				Las numerosas reformas electorales favorecieron al Poder Legislativo, que hasta la década de 1980 no hacía otra cosa que ratificar los proyectos de ley emanados por el Ejecutivo. La Cámara de Diputados y el Senado comenzaron a fiscalizar las decisiones de los gobiernos, pero sin ofrecer al Poder Judicial un nuevo marco de actuación independiente del Ejecutivo y del Legislativo. De allí que, como escribe Rogelio Hernández en «La vida política», la liberalización de funciones del Congreso «ha sido un recurso político de los partidos que, en la práctica, han sido los que ejercen y aplican sus facultades constitucionales». La autonomía de las tres instituciones de la democracia mexicana —el Instituto Federal Electoral (IFE), el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) y el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (IFAI)— no ha logrado contener a los partidos políticos, que pueden tomar medidas por su presencia en el Congreso y por sus relaciones informales con los grupos empresariales con un poder muy superior al institucional. De ahí que los ciudadanos, luego de una fase de euforia política de casi dos décadas, hayan comenzado por desertar de las urnas.

				Uno de los méritos del Congreso fue obligar al Poder Ejecutivo a despojarse de sus funciones «meta institucionales», como las caracterizó Jorge Carpizo en su libro mencionado en la bibliografía. Con el nacimiento del gobierno dividido, es decir, de una presidencia sin mayoría parlamentaria, a partir de 1997 los conflictos entre los dos poderes han sido recurrentes y han obstaculizado, entre otras cosas, que se realizaran las necesarias reformas institucionales capaces de dar la seguridad, la justicia y los empleos que demandan los ciudadanos. Este vacío es seguramente uno de los elementos que han impedido al país —a diferencia de Brasil y Chile— aprovechar las ventajas de la globalización.

				Una de las consecuencias del gobierno dividido, que impide un nuevo federalismo de corte democrático, ha sido que se ha favorecido la extensión del narcotráfico. De ahí que los estados hayan terminado por elegir gobernadores que reproducen o tratan de reproducir el esquema del viejo presidencialismo, pues ellos son sostenidos, en la mayoría de los casos, por congresos locales del mismo partido del gobernador. A pesar de la uniformidad partidaria entre gobernadores y congresos locales, no se puede afirmar que la justicia y la policía estatal hayan obtenido una mejor organización y se haya generado una nueva articulación con las instituciones federales.

				La desvinculación entre la presidencia y los estados comenzó a mediados de los años ochenta, cuando el gobierno federal implementó numerosos cambios para aumentar la autonomía de los estados y municipios a nivel administrativo, educativo y de salud, que favorecieron inicialmente la autonomía de los gobernadores y de los presidentes municipales y, en la actual fase del presidencialismo débil, derivó en un creciente desgobierno, como se desprende de las crónicas políticas y criminales mexicanas. También las reformas favorecieron en un primer momento a los partidos de oposición pero, cuando el PRI perdió el poder y los presidentes del PAN se desprestigiaron, fue sobre la base de los estados sobre la que el PRI se reorganizó para tratar de regresar a la presidencia.

				No obstante la existencia de la Conferencia Nacional de Gobernadores (CONAGO), fundada en 2002, los gobernadores no favorecieron una nueva relación entre los poderes estatales y los federales, y dieron más importancia a los intereses de sus estados y a la fidelidad al partido que lo había elegido. El interés de los gobernadores en controlar la bancada de su estado en la Cámara de Diputados y en el Senado les permitió convertirse en los líderes naturales de las organizaciones políticas y de las élites locales. 

				La expansión del poder de los gobernadores fue viable a causa de la transferencia de recursos desde la Federación, que entre 1998 y 2006 incrementaron del 1,5 al 8,3 por ciento del Producto Interno Bruto. El resultado fue una creciente autonomización de los estados en la definición de las políticas públicas, una autonomía que mucho recuerda la tendencia centrífuga que caracterizó a México y a la mayoría de los países latinoamericanos luego de la independencia.

				La dicotomía entre los nuevos poderes, capaces de desarrollarse con una fuerte informalidad, de ser susceptibles a la corrupción, el clientelismo y la criminalidad, y la capacidad que demuestran los actores sociales para elaborar estrategias capaces de obtener un mayor margen de libertad en una sociedad líquida es ilustrada por las nuevas formas culturales que logran darse en esta fase histórica.

				Guillermo Zermeño destaca en el capítulo dedicado a la cultura la capacidad cultural del país de reciclar la arquitectura moderna construida antes de 1970, la capacidad de reconfigurar las vías de comunicación y de recreación y la que presentan las actuales megalópolis de conformar «redes complejas y disparejas anudadas con vías rápidas de comunicación» que incentivan una nueva forma de vida que no es exclusivamente urbana, sino que se irradia a las diferentes localidades y a las áreas rurales, estimulando la movilización geográfica de la población, y en especial la de los estratos sociales bajos, a la búsqueda de caminos que les permitan superar su pobreza.

				El fracaso del intento del primer gobierno de la globalización de refundar el nacionalismo mexicano a través de una opción imposible, como fue la de conjugarlo con aquélla por medio de la creación del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes en 1989, resultó ser una libertad cultural con una altísima autonomía de las viejas instancias de la presidencia. Sin embargo la mayor libertad cultural es obstaculizada cotidianamente por el peso que tienen las grandes y medianas televisiones privadas, las cadenas internacionales de cine y de espectáculos, las editoriales sucursales de las editoras multinacionales y la fuerte presencia de universidades privadas, sostenidas por congregaciones religiosas y empresarios privados, que se ocupan exclusivamente de formar a los hijos de la clase media alta para el sector privado y para la alta burocracia pública sin producir innovaciones culturales y tecnológicas. Es tal la liquidez cultural que vive el país que «el sentimiento de lo nacional, de la patria, ya no puede hacerse solo con base en los discursos oficiales», escribe Guillermo Zermeño, tanto que incluso el presidente Vicente Fox no hizo otra cosa que glosar el 2004 con la herencia priista.

				Hay un hecho que nos hace pensar que la imposibilidad de los últimos gobiernos priistas y de los del PAN de continuar cooptando a los intelectuales, de manipular a la prensa, la radio y la televisión y de subsidiar instituciones culturales favoreció la libertad de opinión y de creación cultural. Como lo hicieron los emigrantes mexicanos a partir del comienzo del siglo XX, también la cultura busca en los caminos indicados por la globalización la posibilidad de difundir en el mundo su producción de películas, sus exposiciones de arte y la publicación de libros de literatura, de ciencias sociales y de ciencias exactas. Con la globalización emerge así una nueva cultura mexicana que, al abandonar el nacionalismo, es capaz de difundirse en todas las partes del mundo. 

			

		

	
		
			
				La vida política

				Rogelio Hernández Rodríguez

				 

				 

				 

				 

				El sistema político mexicano ha sido considerado uno de los más estables en América Latina, con un gobierno bien organizado y capaz de promover el desarrollo económico. Su estabilidad fue más apreciada durante la segunda mitad del siglo pasado debido a que, a diferencia de la mayoría de países centro y sudamericanos, México no sufrió golpes militares que amenazaran su estabilidad política. Como fue reconocido por dos analistas de aquellas décadas, Vernon y Hansen, esas cualidades fueron el resultado de un sistema que se caracterizó por el dominio de un solo partido que, si bien permitió cierto pluralismo, y por lo tanto algún grado de oposición, fue lo suficientemente controlado como para no poner en riesgo su predominio sobre las principales instituciones. La realización periódica de elecciones para renovar los cargos públicos, la presencia de algunos partidos de oposición que competían y criticaban al gobierno y las permanentes victorias del PRI fueron algunos de los elementos que llevaron a Juan J. Linz a considerar el sistema mexicano como un ejemplo singular en su caracterización de los sistemas autoritarios.

				Como lo propusiera Linz en su momento, estos sistemas, aunque no contaban con un pluralismo abierto e irrestricto como en las democracias consolidadas, sí permitían algún grado de competencia para que la oposición sirviera para legitimar su dominio y al mismo tiempo para abrir espacios de crítica controlada. Uno de los resultados de este arreglo fue que los diferentes sectores de la sociedad contaban con medios para expresar su descontento, intentar modificaciones e incluso formalmente competir por el poder, pero sin tener reales oportunidades para conseguirlo. A pesar de las obvias limitaciones, el sistema conseguía evitar que el descontento se convirtiera en una fuente de desestabilización.

				Otra característica destacada de la experiencia mexicana fue el alto grado de institucionalización del sistema, que ofreció múltiples medios para recoger las demandas sociales, procesarlas política, económica y administrativamente, y dar respuestas que demostraban, en la práctica, eficiencia gubernamental. El desarrollo económico fue la mejor demostración de su eficiencia, pero también y de forma más visible lo fueron los sistemas educativos, de salud, vivienda, etcétera, que, durante décadas, resolvieron las demandas sociales de la población y que, en la práctica, se convirtieron en los distintivos del sistema político y en la principal fuente de su legitimación. Tal como lo propusiera Linz, los sistemas autoritarios no basan su legitimidad en los procesos electorales en la medida en que la oposición es virtual y la competencia no decide el acceso al poder, sino de formas alternativas no siempre políticas. En el caso mexicano esa fuente fue el sistema de retribuciones sociales que hacía visible y comprobable el desarrollo económico. 

				La eficiencia gubernamental y el desarrollo económico lograron un alto grado de legitimidad que anuló en la práctica la falta de pluralismo. Esta cualidad se complementó con una extensa red institucional que logró procesar y regular el conflicto social, una de cuyas consecuencias más importantes es, sin duda, la capacidad de adaptación y cambio del sistema político. La legitimidad y la adaptación fueron las cualidades que le permitieron al sistema político sortear las limitaciones de su pluralismo, que lo presentaba como no democrático o, al menos, no abierto por completo a la competencia y a su principal consecuencia, la posibilidad de la alternancia.

				El sistema mexicano no alcanzaría esta condición hasta el año 2000, después de 70 años de hegemonía priista y al menos 11 años más tarde que las transiciones en Europa Oriental y América Latina. Pero una cualidad de este proceso es que la alternancia no significó la inestabilidad política ni, como ha sido cada vez más claro en los años siguientes, la transformación institucional del viejo sistema. Por el contrario, fueron ese sistema y las instituciones que fue creando o adaptando los que hicieron posible que transitara, sin violencia y mediante la competencia política, hacia la democracia. En realidad, esa conquista fue el resultado de un largo proceso de cambios políticos que lenta pero sostenidamente ampliaron el pluralismo, limitaron el dominio priista y convencieron a los ciudadanos de emplear los procesos electorales para alcanzar la democracia.

				Si bien el año 2000 puede parecer una fecha tardía en la secuencia democrática iniciada con la caída del Muro de Berlín, una mirada atenta a la historia política mexicana muestra que el inicio del cambio es muy anterior y se remonta, en general, a los años sesenta del siglo pasado, cuando la élite gobernante reconoció la necesidad de introducir reformas en el sistema electoral que le permitieran continuar ganando los comicios al tiempo que ampliaran la participación ciudadana y la representación partidaria. El proceso de cambio estuvo centrado en las elecciones y no en el arreglo institucional del sistema político, y la razón de ello se encuentra en las presiones que ejercieron las clases o sectores medios que, en un estricto sentido, fueron los principales beneficiarios del desarrollo económico, y en las crisis económicas que afectaron la eficiencia gubernamental y su capacidad para ofrecer beneficios sociales que sustentaran su legitimidad. Antes de analizar los cambios y sus efectos políticos es necesario detenerse brevemente en sus orígenes.

				 

				 

				Conflictos sociales

				 

				Las principales instituciones del sistema mexicano, incluido el partido dominante, fueron creadas en las primeras cinco décadas del siglo pasado, cuando el país tenía una estructura social con pocos y bien delimitados sectores que fueron fácilmente incorporados a su representación. Sin embargo, con el crecimiento económico que México experimentó desde fines de los años cuarenta y que se extendió hasta los sesenta, la sociedad cambió radicalmente. Ese proceso, bien conocido como el de modernización, provocó, como en todos los países que lo han experimentado, una profunda diferenciación social y económica, en particular al crear y fortalecer a los sectores medios. La sociedad se hizo más compleja y los nuevos sectores pronto demandaron atención y participación política sin que el sistema contara con canales específicos para ellos. A diferencia de lo que ocurriera durante los años cuarenta y cincuenta, en los que hubo importantes movilizaciones obreras por aumentos salariales y autonomía sindical, durante los sesenta fueron sectores específicos de las clases medias los que criticaron el régimen y demandaron, de diversas y no siempre claras formas, espacios de participación política. A esos años corresponden las decisivas movilizaciones de maestros, médicos y, desde luego, de estudiantes universitarios que, desde 1966 y hasta el histórico movimiento estudiantil de 1968, que concluyera trágicamente, mostraron no sólo que el sistema no tenía canales adecuados y particulares para esos sectores sino, lo más grave, que tampoco era capaz de responder política e institucionalmente, sino con la violencia. 

				A esa rigidez institucional se sumaron las crisis económicas que asolaron al país a partir de 1970 y que, además de evidenciar la falta de eficiencia gubernamental para seguir auspiciando el desarrollo, afectaron gravemente a la sociedad y en particular a las clases medias, que vieron cómo se derrumbaban sus expectativas de movilidad y ascenso social. Hacia los años setenta los sectores medios tenían fuertes demandas económicas, sociales y políticas que cuestionaron la eficiencia e incluso la legitimidad del sistema. Los mecanismos de participación y representación social pasaban por la estructura corporativa del PRI, que desde los años treinta había incorporado a obreros y campesinos, sin duda para su época los grupos sociales mayoritarios y en cuyo nombre actuaba el partido. Pero ni el PRI ni el sistema en su conjunto fueron capaces de advertir la expansión de las clases medias y su necesidad de expresión. Pese a las protestas, el régimen no consideró necesario crearles un espacio propio, similar al que tenían los obreros y campesinos, en parte por la heterogeneidad de los grupos incluidos que hacía imposible, por definición, un comportamiento único y organizado, y en parte porque no los consideró numéricamente importantes. 

				Bajo la idea de que estaban representadas las mayorías, el sistema supuso que el resto de la sociedad tendría poca influencia política. Su indicador fueron los comicios, que durante décadas fueron ganados abrumadoramente por el PRI, con porcentajes que rondaban el 90 por ciento de la votación total. No obstante, estos resultados dejaron de ser alentadores porque, lejos de demostrar apoyo popular, mostraban una peligrosa uniformidad que anulaba la crítica opositora. La oposición controlada y el régimen de mayoría simple en la Cámara de Diputados confirmaron muy pronto que se perdía credibilidad electoral y que los altos porcentajes en las elecciones presidenciales o legislativas no eran el resultado de la participación ciudadana o del apoyo electoral, sino de la inercia o de la manipulación oficial. Hacia los años sesenta, cuando las protestas sociales hicieron patente el descontento de los sectores medios —por definición los más dispuestos a la participación política y electoral—, las victorias aplastantes del PRI sólo probaban su eficaz control corporativo, pero no necesariamente el apoyo popular. Fue entonces cuando el sistema inició un prolongado proceso de reformas electorales que sistemáticamente, pero no siempre con ese propósito, fue ampliando la participación social y el pluralismo.

				 

				 

				El cambio electoral

				 

				El sistema electoral adquirió sus características distintivas entre 1946 y 1954, cuando se creó la Comisión Federal de Vigilancia Electoral como órgano regulador, se estableció un primer padrón de votantes, se concedió el voto a la mujer y se estableció un mínimo de 75.000 miembros como requisito para que un partido obtuviera su registro y pudiera intervenir en comicios federales. Esas disposiciones configuraron el sistema de participación ciudadana, de vigilancia y, sobre todo, las condiciones en que sólo cuatro partidos pudieron tomar parte en los comicios (el Partido Revolucionario Institucional, el Partido Acción Nacional, el Partido Popular Socialista y el Partido Auténtico de la Revolución Mexicana), sistema que sobrevivió hasta los años ochenta. El esquema, a pesar de su rigidez en cuanto a la oferta de partidos, logró mantenerse sin cambios hasta 1963, lo que indica que los ciudadanos encontraban tolerable esa limitada representación y que servía para legitimar los comicios y, al menos formalmente, los triunfos priistas.

				Pero al comenzar los años sesenta fue patente que el sistema de mayoría simple que había funcionado hasta entonces no permitía ampliar la presencia de la oposición, que se mostraba cada vez más testimonial. Entre 1955 y 1964, cuando estuvieron vigentes las primeras normas electorales, los tres partidos de oposición apenas tuvieron 20 diputados de los 483 en competencia, lo que no ayudaba a la imagen democrática del régimen pero tampoco legitimaba los permanentes y aplastantes triunfos del PRI. Fue por ello que en 1963 se reformó la legislación para configurar una mejor representación partidaria en los comicios del año siguiente, en los que se elegirían presidente y un nuevo Congreso Federal.

				La reforma introdujo por primera vez la representación proporcional mediante la figura de «diputados de partido», según la cual los partidos que alcanzaran el 2,5 por ciento de la votación total obtendrían automáticamente 5 diputados y uno más por cada 0,5 por ciento adicional, hasta un máximo de 20. Los partidos de oposición tuvieron un estímulo importante porque los escaños de mayoría, usualmente ganados por el PRI, dejaron de ser la única forma de participación. El efecto fue inmediato porque, entre 1964 y 1973, los tres partidos que en el pasado habían tenido 20 diputados lograron quintuplicar su representación y el sistema logró flexibilizar en una parte sustantiva su esquema de competencia.

				La reforma no fue del todo efectiva, entre otras razones por la efervescencia social de los años sesenta, que enfrentó al sistema político con los sectores medios. Por ello, en los años setenta se introdujeron nuevos cambios que ampliaron notoriamente la participación ciudadana y la representación partidaria. En 1970 se disminuyó la edad para votar de 21 a 18 años, así como para ser candidato a puestos de elección, y en 1972 se redujo el porcentaje de votos para que los partidos obtuvieran «diputados de partido» del 2,5 por ciento al 1,5 por ciento, se aumentó el número de curules concedidas por este medio de 20 a 25 y, por último, se redujo el número de afiliados para obtener registro a 65.000. Como puede observarse, había dos objetivos claros: fomentar la participación de los jóvenes, principales actores en los conflictos de los años anteriores, y fortalecer a los partidos menores (PPS y PARM) ya que en la década anterior el PAN había sido el principal beneficiario del reparto plurinominal, lo que llevaba al sistema hacia el bipartidismo. De ahí que la reforma también disminuyera drásticamente el requisito de afiliación para buscar la formación de nuevos partidos competidores.

				El resultado fue importante en cuanto al pluralismo porque el PRI vio aumentar seriamente la votación en su contra, pues en 1970 había obtenido el 83 por ciento de la votación y tres años más tarde se redujo al 77,6 por ciento, exactamente cuando se aplicó la reforma electoral. Con todo, la principal consecuencia fue mostrar que el voto, una vez liberado, estaba influido decisivamente por la urbanización y el desarrollo económico, y que eran los sectores medios los más dispuestos a participar para castigar al PRI. Como en 1973 solamente se renovó la Cámara de Diputados fue fácil advertir la votación por distritos, lo que reveló que a mayor ingreso y educación, concentrado en las ciudades y no en el campo, aumentaría la votación por los partidos opositores. Fue así como el PRI perdió distritos o ganó apretadamente en las principales ciudades del país, incluidas las capitales y, de manera destacada, el Distrito Federal. En este caso la llamada de atención fue severa pues, de los 27 distritos en disputa, el PRI sólo obtuvo más del 50 por ciento en 14, y únicamente en 7 tuvo victorias fáciles. Era claro que la sociedad había creado un sector crítico, proclive a la participación electoral y mayoritariamente opuesto al PRI, y que esta tendencia se fortalecería a medida que se flexibilizara el sistema electoral. Así fue como se creó el patrón de comportamiento en el proceso de cambio, pues al centrarse en el medio electoral, dio paso a una crítica y participación dirigida contra el partido hegemónico.

				En 1976 tuvieron lugar las elecciones presidenciales y por primera vez el PRI no tuvo ningún competidor pues el PAN, debido a conflictos grupales, no logró postular un candidato y los otros dos partidos de oposición, como era usual, se sumaron al priista. Aun así, el PRI apenas consiguió el 87,8 por ciento de los votos para el Ejecutivo y el 80 por ciento para el Congreso. La falta de competidores y, a pesar de ello, la caída en la votación para el PRI mostraron que el sistema de partidos era demasiado rígido para alentar la participación. El resultado motivó una nueva reforma que, muy al margen del propósito oficial, se convirtió en la más ambiciosa y de mayor impacto, pues introdujo la representación proporcional en la Cámara de Diputados, de tal manera que los partidos tendrían por este procedimiento 100 asientos de un total de 400 escaños. Los partidos tuvieron la certeza de que obtendrían una porción significativa en la Cámara Baja, aun cuando no ganaran los distritos de mayoría. A pesar de que el PRI mantendría el control, la representación proporcional dio un espacio importante a la oposición.

				La reforma también abrió la posibilidad de que se formaran nuevos partidos al crear el registro condicionado, sujeto a una votación mínima en los comicios inmediatos. La medida, en realidad, estaba dirigida a la izquierda y, en especial, al Partido Comunista, que hasta entonces se había mantenido marginado pero que atraía a una parte importante del electorado que no encontraba en los partidos reconocidos una opción satisfactoria. En buena medida, el hecho de que el PAN hubiera sido la única organización creíble de la oposición lo convertía en un partido que captaba por inercia el voto contrario al PRI, pero que no estaba necesariamente convencido de su posición conservadora. Así, el bipartidismo que parecía asentarse en el sistema era más el resultado de la rigidez en la oferta de partidos que una auténtica elección ideológica entre la derecha y el centro. La izquierda no había contado con una alternativa electoral por más que existieran las organizaciones, sobre todo entre la población joven, simplemente porque los partidos que la representaban no eran reconocidos legalmente y se mantenían fuera de la competencia. Al permitir la incorporación de la izquierda, encarnada en el viejo Partido Comunista, se creaba un espacio para que esa opción ideológica participara legalmente y abandonara las movilizaciones. El régimen ampliaba el espectro ideológico y evitaba que el bipartidismo se afianzara por falta de opciones.

				Adicionalmente, la reforma reconoció a los partidos como entidades de interés público, lo que significó financiamiento del Estado y acceso a los medios de comunicación, de tal manera que pudieran sobrevivir y sostener campañas y candidaturas. La flexibilización de los requisitos para registrarse y participar en comicios se sumó al acceso a los recursos económicos y de difusión, lo que estimuló la formación de nuevos partidos y la participación de los ciudadanos en los comicios. Por último, se aceptó que la Suprema Corte de Justicia, tradicionalmente fuera de la política, se hiciera cargo de atender las impugnaciones y quejas por violaciones en los procesos, con lo cual se fortaleció la credibilidad y se dio certidumbre y protección jurídica a los participantes.

				La reforma de 1977 reconfiguró tanto el sistema electoral como el de partidos porque proporcionó recursos económicos, seguridad jurídica y abrió un canal de expresión que no había existido hasta entonces y que había obligado a una porción significativa de las clases medias a buscar las protestas callejeras para mostrar su descontento. No hay duda de que la reforma dio aliento al sistema político al proporcionarle legitimidad electoral, pero no se tradujo en apoyo al PRI. Por el contrario, en las elecciones de 1979, cuando se renovó la Cámara de Diputados, este partido perdió el 24,6 por ciento de su votación y en 1982, en los comicios presidenciales, obtuvo apenas el 68,6 por ciento de los votos, lo que significó una drástica disminución de un 19,2 por ciento respecto de seis años atrás. Las reformas de los años setenta ampliaron el pluralismo y el sistema en su conjunto mostró una notable capacidad de adaptación, lo que hizo posible que ese esquema perdurara durante casi una década sin provocar conflictos serios.

				En los años noventa comenzaría un intenso proceso de cambios en los procedimientos, legislación e instituciones electorales, que dieron como resultado el marco general para la alternancia, primero en los congresos locales y gobiernos estatales y finalmente en el Congreso Federal y la presidencia de la República. La principal característica de la serie de reformas que se inició en 1963 y terminó en 1977 es que la iniciativa fue del gobierno federal, que buscó abrir espacios a una oposición cada vez más creíble que le diera apoyo al PRI al competir con él. No obstante, muy pronto la oposición aprendió que el sistema electoral era un medio privilegiado para vencer al partido, de ahí que en la segunda etapa de reformas fuera la oposición la que tomara la iniciativa y marcara el rumbo de los cambios. Este punto es esencial porque al tomar la oposición el control de los cambios se amplió la credibilidad y equidad en la competencia, pero también los partidos aprovecharon la oportunidad para introducir modificaciones que los beneficiaron directamente a ellos y no a las instituciones, lo que a largo plazo ha afectado seriamente la aplicación de las facultades constitucionales de los poderes de la Unión. Como se verá más adelante, los problemas entre el Ejecutivo y el Legislativo no siempre se han debido a que el diseño institucional sea necesariamente ineficiente, sino a que los partidos han utilizado las facultades como recursos para obtener mejores posiciones electorales y políticas.
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